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Tribunal Superior de Justicia de Madrid
Sala de lo Contencioso-Administrativo
Sección Séptima
C/ General Castaños, 1 , Planta Baja - 28004
Tlfs. 914934767
33009730

NIG: 28.079.00.3-2022/0019176

Procedimiento Ordinario  SECCIÓN DE APOYO.
Demandante: D. 
LETRADO D. ANTONIO SUAREZ-VALDES GONZALEZ, CL/ GENERAL RODRIGO 6 
PRINCIPAL C, nº C.P.:28003 Madrid (Madrid)
Demandado: DIRECCION GENERAL DE LA POLICIA
Sr. ABOGADO DEL ESTADO

SENTENCIA Nº 

ILMO. SR. Presidente D. FRANCISCO JAVIER CANABAL CONEJOS
ILMOS. SRES. Magistrados: 
D. JOSE DAMIAN IRANZO CEREZO
Dña. MARÍA PRENDES VALLE 

HECHOS:

En la Villa de Madrid a 30 de junio de 2023.

Visto por esta Sección Primera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid, constituida por los Sres. Magistrados relacionados 
al margen, los autos del recurso contencioso-administrativo número 349/2022, interpuesto 
por D.  en su propio derecho y representación, bajo la 
asistencia letrada de D. Antonio Suárez-Valdés González contra la Resolución de la 
Dirección General de Policía (División de Personal) de fecha 21 de febrero de 2022, por la 
que se acuerda la imposición de una sanción por la comisión de una infracción grave.

Ha sido parte demandada en las presentes actuaciones, la Administración General del 
Estado representada y defendida por la Abogacía General del Estado.

L
a 

au
te

n
ti

ci
d
ad

 d
e 

es
te

 d
o
cu

m
en

to
 s

e 
p
u
ed

e 
co

m
p
ro

b
ar

 e
n
  
 w

w
w

.m
ad

ri
d
.o

rg
/c

o
v
e

m
ed

ia
n
te

 e
l 

si
g
u
ie

n
te

 c
ó
d
ig

o
 s

eg
u
ro

 d
e 

v
er

if
ic

ac
ió

n
: 

1
2
2
1
2
5
1
0
2
4
2
9
4
3
3
5
1
6
1
8
1
1

barcelona
Gabinete Juridico SV



Tribunal Superior de Justicia de Madrid - Sección nº 07 de lo Contencioso-Administrativo - Procedimiento Ordinario - 

2 de 10

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Por la parte actora se interpuso recurso contencioso-administrativo 
mediante escrito presentado el 4 de marzo de 2022, habiéndose admitido mediante decreto 
de fecha 10 de marzo de 2022.

SEGUNDO.- En el momento procesal oportuno la parte actora formalizó la demanda 
en fecha 22 de abril de 2022, en el que, tras alegar los hechos y fundamentos de derecho que 
estimó procedentes, terminó suplicando que se acuerde la nulidad de la sanción impuesta.

Las alegaciones de la parte demandante en defensa de su pretensión son, en síntesis:

En primer lugar, niega la comisión de los hechos y considera que se ha vulnerado el 
principio de presunción de inocencia. Explica que no se han efectuado comentarios 
desconsiderados contra la compañera que aparecía en el video y apela a la libertad de 
expresión.

Considera que no existen pruebas de cargo suficientes para desvirtuar la presunción 
de inocencia, dado que las mismas son nulas de pleno derecho al haber sido obtenidas 
violando derechos constitucionales y ello en cuanto se han incorporado testificales frente a 
las cuales el recurrente no ha tenido la oportunidad de defenderse. Asimismo, explica que se 
le han denegado las diligencias de pruebas interesadas consistentes en la declaración de D. 

.

Señala que no se ha acreditado que los comentarios del recurrente se dirigiesen al 
video de la compañera y que el perfil del recurrente es privado.

En segundo lugar, sostiene que se ha vulnerado el principio de tipicidad-legalidad, 
pues no concurren los elementos objetivos ni subjetivos del tipo disciplinario.

En tercer lugar, considera que se ha vulnerado el principio de proporcionalidad en 
cuanto no existe pronunciamiento sobre la graduación de la sanción.

TERCERO.- La Abogacía del Estado contestó a la demanda, mediante escrito 
presentado el 25 de mayo de 2022, en el que, tras alegar los hechos y los fundamentos de 
derecho que estimó oportunos, terminó suplicando se dictara sentencia desestimatoria del 
recurso contencioso-administrativo, confirmándose el acto administrativo impugnado, con 
expresa condena en costas a la parte actora.

Las alegaciones de la Administración demandada, en sustento de su pretensión, 
defienden la conformidad a derecho de la resolución recurrida.

En concreto, concluye que en las presentes actuaciones se han constatado suficientes 
elementos probatorios acreditativos del hecho imputado a la hoy recurrente que justifica la 
sanción impuesta.

Afirma que la infracción se encuentra correctamente tipificada, siendo proporcional 
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la sanción impuesta.

CUARTO.- La cuantía del recurso ha sido fijada como indeterminada mediante 
decreto de fecha 30 de mayo de 2022, declarando las actuaciones conclusas.

QUINTO.- Conclusas las actuaciones, se señaló para votación y fallo de este recurso 
el día 29 de junio de 2023, fecha en que tuvo lugar la deliberación y votación.

Siendo ponente del presente recurso la magistrada Ilma. Sra. Dª María Prendes Valle, 
quien expresa el parecer de la Sala.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Resolución impugnada, hechos probados y argumentos de las 
partes.

Es objeto del presente recurso contencioso-administrativo, la Resolución de la 
Dirección General de Policía (División de Personal) de fecha 21 de febrero de 2022, por la 
que se acuerda la imposición de una sanción de 7 días de suspensión de funciones prevista en 
el artículo 10.2 de la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de mayo, del Régimen Disciplinario del 
Cuerpo Nacional (LORDCN) por la comisión de una falta grave tipificada en el artículo 8.a) 
bajo el concepto de: "La grave desconsideración con los superiores, compañeros, 
subordinados o ciudadanos, en el ejercicio de sus funciones o cuando cause descrédito 
notorio a la Institución Policial”.

Los hechos que se declaran probados en la mencionada resolución se centran en lo 
siguiente:

"El 7 de noviembre de 2020 la Oficina de Prensa y Relaciones Informativas publicó 
un vídeo en los perfiles oficiales en redes sociales de la Policía Nacional. En dicho video, la 
funcionaria de la Policía Nacional que en él aparecía y que se encontraba en el ejercicio de 
sus funciones anunciaba la creación del perfil oficial de la Policía Nacional en la red Tik 
Tok.

Sobre este video, don , don , don 
, don , 

 
, realizaron comentarios en distintas redes sociales de carácter desconsiderado y 

ofensivo hacia la funcionaria y hacia la labor que estaba desempeñando”.

Pretende el recurrente la anulación de la resolución referenciada, al entender que se 
ha vulnerado su derecho a la presunción de inocencia, junto con los principios de legalidad-
tipicidad y proporcionalidad. El Abogado del Estado presta su conformidad a la imposición 
de la sanción.

SEGUNDO.- Fundamentación jurídica sobre la potestad sancionadora y 
disciplinaria.
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Previamente, al examen de la cuestión controvertida y los hechos impugnados, 
conviene contextualizar la resolución impugnada para una mejor comprensión de la 
controversia.

En este sentido, nos encontramos revisando una resolución dictada en el marco de 
procedimiento sancionador, lo que nos lleva necesariamente a poner de relieve, la vigencia 
de los principios del Derecho Penal en el Derecho Administrativo sancionador, aunque al 
hacerlo reiteremos conceptos sobradamente conocidos por su esencialidad. Así lo ha puesto 
de manifiesto nuestro Tribunal Constitucional en la Sentencia 7/1998, de 13 Enero, dictada 
en el recurso de amparo 950/1995:

“Como es sabido, conforme a lo dispuesto en los Arts. 24 y 25.1 CE, y desde la STC 
18/1981 (RTC 1981\18), este Tribunal ha venido declarando no sólo la aplicabilidad a las 
sanciones administrativas de los principios sustantivos derivados del Art. 25.1 CE, 
considerando que «los principios inspiradores del orden penal son de aplicación con ciertos 
matices, al derecho administrativo sancionador, dado que ambos son manifestaciones del 
ordenamiento punitivo del Estado», sino que también ha proyectado sobre las actuaciones 
dirigidas a ejercer las potestades sancionadora de la Administración las garantías 
procedimentales ínsitas en el Art. 24 CE, en sus dos apartados, no mediante una aplicación 
literal, sino «en la medida necesaria para preservar los valores esenciales que se 
encuentran en la base del precepto». Ello, como ha podido afirmar la STC 120/1996, 
«constituye una inveterada doctrina jurisprudencial de este Tribunal y, ya, postulado básico 
de la actividad sancionadora de la Administración en el Estado social y democrático de 
Derecho". Acerca de esta traslación, por otra parte, condicionada a que se trate de 
garantías que "resulten compatibles con la naturaleza del procedimiento administrativo 
sancionador» ( STC 197/1995)”.

El propio Tribunal Constitucional señaló, en Sentencia169/1998, dictada en el 
Recurso de Amparo 3760/1996, que:

“(…) la presunción de inocencia rige sin excepciones en el ordenamiento 
sancionador y ha de ser respetada en la imposición de cualesquiera sanciones, sean 
penales, sean administrativas (...), pues el ejercicio del ius puniendi en sus diversas 
manifestaciones está condicionado por el Art. 24.2 de la Constitución al juego de la prueba 
y a un procedimiento contradictorio en el que puedan defenderse las propias posiciones. En 
tal sentido, el derecho a la presunción de inocencia comporta: Que la sanción esté basada 
en actos o medios probatorios de cargo o incriminadores de la conducta reprochada; que la 
carga de la prueba corresponda a quien acusa, sin que nadie esté obligado a probar su 
propia inocencia, y que cualquier insuficiencia en el resultado de las pruebas practicadas, 
libremente valorado por el órgano sancionador, debe traducirse en un pronunciamiento 
absolutorio ( STC 76/1990 (RTC 1990\76)”.

Es importante destacar que la carga de probar los hechos constitutivos de cada 
infracción corresponde ineludiblemente a la Administración Pública actuante, sin que sea 
exigible al inculpado una «probatio diabólica» de los hechos negativos. En definitiva, la 
existencia de un acervo probatorio suficiente, cuyas piezas particulares han de ser obtenidas 
sin el deterioro de los derechos fundamentales del inculpado y su libre valoración son las 
ideas básicas para salvaguardar esta presunción constitucional y están explícitas o latentes en 
la copiosa doctrina del Alto Tribunal al respecto (por todas STC 89/1992).
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TERCERO.- Vulneración del principio de defensa

A continuación, cabe pronunciarse en torno a la vulneración del derecho de defensa 
dada la existencia de una serie de irregularidades que entienden han incidido directamente en 
la protección de este derecho fundamental.

Sostiene el recurrente, como motivo que justificaría la pretensión que ejercita, la 
supuesta existencia de una irregularidad sustancial en la tramitación del Expediente 
Disciplinario que le fue incoado, irregularidad consistente en una falta de contradicción en la 
práctica de las pruebas testificales en que se sustentó la resolución sancionadora que 
cuestiona, circunstancia que, a su juicio, le produjo indefensión, debiendo determinar por 
ello la nulidad de la antedicha resolución.

Con relación a esta cuestión lo primero que hemos de poner de manifiesto es que la 
mera referencia a defectos procedimentales, sin hacer reflexión alguna sobre su 
trascendencia en relación con la decisión de fondo adoptada, impide apreciar la indefensión 
alegada, ya que las formas no tienen en nuestro Derecho un valor en sí mismo, sino en 
cuanto son garantía de acierto para la Administración y de salvaguarda de los derechos e 
intereses de los ciudadanos.

En el ámbito del procedimiento administrativo está presente el carácter instrumental 
de las formas con la consiguiente reducción de la entidad y consecuencias de los vicios 
puramente formales y así, con arreglo a los principios rectores del procedimiento 
administrativo de economía procesal, celeridad y eficacia, solamente se admitirán como 
situaciones de indefensión las materiales, es decir, aquellos supuestos en los que la 
indefensión haya sido real y suponga una disminución efectiva y trascendente de garantías 
incidiendo en la decisión de fondo, puesto que el vicio de forma carece de virtualidad en sí 
mismo.

Por otra parte, como recuerda la STC 25/2011, de 14 de Marzo, la indefensión es una 
noción material que se caracteriza por suponer una privación o minoración sustancial del 
derecho de defensa; un menoscabo sensible de los principios de contradicción y de igualdad 
de las partes que impide o dificulta gravemente a una de ellas la posibilidad de alegar y 
acreditar en el proceso o en el procedimiento administrativo previo su propio derecho, o de 
replicar dialécticamente la posición contraria en igualdad de condiciones.

Para que la indefensión alcance la dimensión Constitucional que le atribuye el 
artículo 24 de nuestra Norma Fundamental, se requiere que se haya impedido u 
obstaculizado el derecho de las partes a ejercitar su facultad de alegar y justificar sus 
pretensiones, esto es, que la indefensión sea causada por la incorrecta actuación de los 
Órganos actuantes, por ello el contenido de la indefensión de que se viene haciendo mención 
queda circunscrito a los casos en que la misma sea imputable a actos u omisiones de los 
Órganos actuantes y que tenga su origen inmediato y directo en tales actos u omisiones; esto 
es, que sea causada por la incorrecta actuación de los mismos, estando excluida del ámbito 
protector la indefensión debida a la pasividad, desinterés, negligencia, error técnico o 
impericia de la parte o de los profesionales que la representen o defiendan (por todas, STC 
160/2009, de 29 de Junio).

En otras palabras, es necesario enfatizar que para que pueda estimarse una 
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indefensión con relevancia constitucional, que sitúe al interesado al margen de toda 
posibilidad de alegar y defender sus derechos, no basta con una vulneración meramente 
formal, sino que es necesario que de esa infracción formal se derive un efecto material de 
indefensión, con real menoscabo del derecho de defensa y con el consiguiente perjuicio real 
y efectivo para los intereses del afectado, ( STC 25/2011, de 14 de Marzo).

Como ya pusieron de relieve las Sentencias del Tribunal Supremo de 1 de Marzo de 
1991 y 15 de Abril de 1996, no todos los eventuales vicios o infracciones cometidos en la 
tramitación de un Expediente tienen entidad jurídica suficiente para amparar una pretensión 
anulatoria por causa formal, dado que sólo los hechos muy graves que impidan al acto 
alcanzar su fin o produzcan indefensión podrán determinar su anulabilidad.

La Sentencia del Tribunal Constitucional 144/1996 de 16 de Septiembre, viene a 
sostener que en un procedimiento administrativo lo verdaderamente decisivo es si el sujeto 
ha podido alegar y probar lo que estimase por conveniente en los aspectos esenciales del 
conflicto en el que se encuentra inmerso, atendido que la indefensión relevante ( STC 
210/1999) viene a ser la situación en la que tras la infracción de normas de procedimiento se 
impide a alguna de las partes el derecho de defensa ejercitando el derecho de contradicción ( 
SSTC 89/1986 y 145/1990), indefensión que ha de tener un carácter material y no 
meramente formal, lo que supone que no es suficiente con la existencia de un defecto o 
infracción administrativa, sino que se debe haber producido un efectivo y real menoscabo del 
derecho de defensa ( SSTC 90/1988, 26/1999 y 13/2000).

El hoy actor, funcionario del Cuerpo Nacional de Policía, se encuentra dentro del 
ámbito de aplicación de la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de Mayo, de Régimen Disciplinario 
del Cuerpo Nacional de Policía (LORDCNP), que, en lo referente a la tramitación de un 
Expediente Disciplina para infracciones graves como fue el caso, dispone en su artículo 34 
que:

"El instructor ordenará en el plazo máximo de 15 días la práctica de cuantas 
diligencias sean adecuadas para la determinación, conocimiento y comprobación de los 
datos en virtud de los cuales debe pronunciarse la resolución y, en particular, la práctica de 
cuantas pruebas y actuaciones conduzcan al esclarecimiento de los hechos y a determinar 
las responsabilidades susceptibles de sanción".

Además de reconocerse en el artículo 19.4 de la Ley Orgánica 4/2010, de 20 de 
Mayo, de Régimen Disciplinario del Cuerpo Nacional de Policía, el derecho del funcionario 
sometido a Expediente Disciplinario a ser informado, en el mismo momento en que se le 
notifique la apertura de dicho Expediente, del derecho a ser asistido, cuando lo considere 
conveniente para la defensa de sus intereses, por un Abogado o por un funcionario del 
Cuerpo Nacional de Policía Licenciado en Derecho, el artículo 36 de la propia Ley Orgánica 
4/2010 añade que:

"1. A la vista de las actuaciones practicadas, el instructor formulará, en el plazo de 
quince días, el correspondiente pliego de cargos, si hubiera lugar a ello, en el que se 
comprenderán todos y cada uno de los hechos sancionables que resulten de aquéllas, con su 
posible calificación jurídica, así como de las sanciones que puedan aplicarse de acuerdo 
con el artículo 10.2. El pliego de cargos se redactará de forma clara y precisa, en párrafos 
separados y numerados para cada uno de los hechos imputados, debiéndose notificar al 
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expedientado, al tiempo que se le da vista del expediente mediante copia completa de las 
actuaciones practicadas hasta ese momento, y se le concederá al expedientado un plazo de 
10 días para que pueda contestarlo, alegando cuanto considere oportuno a su defensa y 
proponiendo la práctica de cuantas pruebas estime necesarias".

Ni en estos preceptos, ni en la ley 7/2007, de 12 de Abril, que aprobó el Estatuto 
Básico del Empleado Público (hoy Real Decreto-Legislativo 5/2015, de 30 de Octubre, que 
aprobó el Texto Refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público), ni en el 
Real Decreto 33/1986, de 10 Enero, que aprobó el Reglamento de Régimen Disciplinario de 
los Funcionarios de la Administración del Estado, se establece la necesaria participación del 
expedientado en la práctica de los medios de prueba que el Instructor considere convenientes 
para el esclarecimiento de los hechos y su derecho de defensa queda garantizado con la 
posibilidad de proponer aquellos que considere necesarios al contestar el pliego de cargos, en 
la mayor parte de las ocasiones, y con ocasión de serle recibida declaración en los 
Expedientes Disciplinarios incoados por la presunta comisión de una infracción leve.

El hoy actor nada ha justificado sobre la indefensión en que sostiene se le colocó, 
limitándose a expresar que la falta de contradicción en la práctica de las pruebas testificales 
llevadas a cabo por el Instructor del Expediente le ha causado dicha indefensión, pero no 
llegamos a saber en qué medida ello es relevante o que proyección sobre el proceso y su 
final resultado hubiera tenido la intervención del interesado cuya omisión se aduce.

Tampoco durante la sustanciación de este recurso se ha precisado sobre qué habrían 
de ampliar o precisar su declaración los testigos que depusieron en vía administrativa. Por lo 
demás el relato de todos los testigos es coherente y da un soporte cierto al relato de hechos 
contenidos en la Propuesta de Resolución, así como en la resolución sancionadora objeto de 
recurso.

En definitiva las declaraciones testificales fueron tomadas conforme a lo previsto en 
la norma reguladora del procedimiento sancionador que le fue incoado al Sr.  
pudiendo el hoy recurrente proponer las pruebas que a su derecho interesaban, como de 
hecho hizo, con ocasión de formular sus alegaciones de descargo, razón por la que 
estimamos que la denuncia de indefensión tan solo tiene un alcance formal, por lo que no 
puede prosperar en modo alguno la pretensión anulatoria en ella amparada.

En el caso que nos ocupa la Administración ha incoado el procedimiento, dando 
traslado al Expedientado de toda la documentación que existía en las actuaciones al 
momento de la incoación, habiendo dictado la correspondiente Propuesta de Resolución el 
instructor y dado vista del Expediente al ulteriormente sancionado. Se ha seguido el 
procedimiento por los trámites normativamente previstos, que han sido notificados todos 
ellos al interesado, de tal suerte que los actos administrativos contienen las menciones 
suficientes para que el mismo pudiera defenderse adecuadamente, circunstancia por la que el 
actor realizó las alegaciones y propuesto las pruebas que estimó pertinentes, por lo que tuvo 
conocimiento de los trámites realizados dentro del procedimiento administrativo sancionador 
y pudo realizar cuantas alegaciones consideró convenientes en defensa de sus pretensiones.

Por otro lado, señala el recurrente que se le ha denegado la práctica de la prueba 
interesada consistente en la declaración de D  y D.ª  

 Es importante destacar que no se efectúa ninguna alegación que permita comprender 
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la presunta indefensión que se le causa al recurrente, ni en qué medida dichas declaraciones 
resultaban esenciales para el recurrente.

Por el contrario, existe una providencia del instructor Sr. Rufino Liébana de fecha 10 
de enero de 2022 en la que se califica la prueba testifical interesada como inútil en cuanto ya 
había sido practicada y las preguntas formuladas eran similares a las efectuadas con 
anterioridad. Providencia, correctamente motivada por parte del instructor.

El motivo debe ser desestimado.

CUARTO.- Presunción de inocencia.

Los hechos que han de ser enjuiciados se hallan, de modo claro, reflejados en las 
diligencias practicadas en el Expediente Administrativo y aparecen recogidos en la 
resolución de 21 de febrero de 2022, hoy objeto de recurso

El recurrente centra su defensa inicialmente en el hecho de que, a su juicio, en la 
resolución en cuestión se está partiendo de una visión incorrecta de lo realmente acaecido. 
Frente a este planteamiento la Administración actuante considera probada la realidad de los 
hechos.

En el supuesto que nos ocupa la Sala considera que la valoración de la prueba 
realizada por la Administración no acredita suficientemente los hechos que se estiman 
probados.

Debemos señalar que, en relación con la práctica de la prueba se ha constatado a que 
el recurrente utilizó la cuenta oficial de la Policía en Instagram, como contestación a la 
publicación hecha desde la cuenta de su perfil oficial, pues cuenta con el anagrama 
“@policianacional”.

Desde esta perspectiva es un hecho no controvertido que el recurrente publicó el 
siguiente comentario “hay gente que ha muerto portando ese uniforme como para que los 
estéis manchando con estas idioteces”

De cuanto antecede no aparece controvertida ni la publicación del mensaje ni, 
lógicamente, el tenor abiertamente crítico del mismo. Al recurrente se le sanciona no tanto 
porque no hubiese verificado la realidad de lo publicado, sino porque la crítica iba más allá 
de lo necesario, incurriendo en un comportamiento de desconsideración que afectaba a la 
Policía y a la funcionaria en concreto que aparecía en el vídeo colgado en las redes sociales 
para promocionar Tik Tok.

Pues bien, de la lectura del único mensaje, extractado en lo sustancial, no se colige 
que, más que ante una denuncia formal sobre este tipo de publicaciones o uso de las redes 
sociales, se estaba ante un comentario aislado, fuera de contexto, que iba innecesariamente 
más allá de una crítica seria y comedida, con la intención de menospreciar a la compañera. 
Esto es, no parece que el recurrente dirija su comentario hacia la compañera, sino que 
evidencia una opinión crítica más o menos afortunada sobre las redes sociales. No podemos 
obviar que se trata de un comentario aislado de su contexto.
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En suma, el recurso debe ser estimado.

QUINTO.- Costas procesales.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 139.1 de la Ley Jurisdiccional, 
procede imponer las costas causadas en este procedimiento a la parte que ha visto rechazadas 
todas sus pretensiones, al no apreciarse que el caso presentara serias dudas de hecho o de 
derecho.

No obstante, a tenor del apartado tercero de dicho artículo 139 la imposición de las 
costas podrá ser «a la totalidad, a una parte de éstas o hasta una cifra máxima» y la Sala 
considera procedente, atendida la índole del litigio y la concreta actividad desplegada por las 
partes, limitar la cantidad que, por los conceptos de honorarios de Abogado y derechos de 
Procurador, ha de satisfacer a la parte contraria la condenada al pago de las costas, hasta una 
cifra máxima total de seiscientos euros (600€), más la cantidad que en concepto de IVA 
corresponda a la cuantía reclamada.

Vistos los preceptos legales citados y demás de general y pertinente aplicación

FALLO

ESTIMAMOS EL RECURSO CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO número 
, interpuesto por D.  en su propio derecho y 

representación, bajo la asistencia letrada de D. Antonio Suárez-Valdés González contra la 
Resolución de la Dirección General de Policía (División de Personal) de fecha 21 de febrero 
de 2022 y ANULAMOS la resolución, objeto de impugnación.

Se condena al pago de las costas causadas en el presente recurso a la Administración 
demandada, con la limitación que respecto de su cuantía se ha realizado en el último 
fundamento de derecho.

Notifíquese esta resolución conforme dispone el artículo 248 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, expresando que contra la misma cabe interponer recurso de casación ante el 
Tribunal Supremo, cumpliendo los requisitos establecidos en los artículos 86 y siguientes de 
la Ley de esta Jurisdicción, en la redacción dada por la Ley Orgánica 7/2015, debiendo 
prepararse el recurso ante esta Sección en el plazo de treinta días contados desde el siguiente 
al de la notificación, previa constitución del depósito previsto en la Disposición Adicional 
Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, bajo apercibimiento de no tener por 
preparado el recurso.

Y para que esta sentencia se lleve a puro y debido efecto, una vez alcanzada la 
firmeza de la misma, remítase testimonio, junto con el expediente administrativo, al órgano 
que dictó la resolución impugnada, que deberá acusar recibo dentro del término de diez días, 
conforme previene la Ley y déjese constancia de lo resuelto en el procedimiento.

La presente sentencia es susceptible de recurso de casación, que deberá prepararse 
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ante esta Sala en el plazo de treinta días, contados desde el siguiente al de su notificación, 
acreditándose en el escrito de preparación del recurso el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el artículo 89.2 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-administrativa, con 
justificación del interés casacional objetivo que presente. Previa constitución del depósito 
previsto en la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 
bajo apercibimiento de no tener por preparado el recurso.

 

 
 
 

   
   

 

Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada sólo 
podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con 
pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber de tutela 
o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a 
las leyes.
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